
        PONENCIA I-EXPEDIENTE: 51/2019 

 

 

VOTO PARTICULAR 

Respetuosamente lo votaría en contra, ya que estimo que no procede el 

juicio en contra del acuerdo mencionado, si no existe el primer acto de 

aplicación; por lo que considero se debió confirmar el acuerdo. 

 

 

 

MAGISTRADO JOSÉ RAMÓN JIMÉNEZ GUTIÉRREZ 

 

 

 

 

 



PONENCIA I-EXPEDIENTE: 451/2019 

 

 

VOTO PARTICULAR 

Disiento respetuosamente del sentido del proyecto, ya que considero que 

fue solventada la observación que refiere la demanda ********************** 

 

 

 

MAGISTRADO JOSÉ RAMÓN JIMÉNEZ GUTIÉRREZ 

  



PONENCIA I-EXPEDIENTE: 391/2019 

 

 

VOTO PARTICULAR 

Es criterio de esta Ponencia considerar que el informe final es un acto 

susceptible de ser controvertido en este Tribunal de Justicia Administrativa; 

por lo que votaría en contra.  

 

 

 

MAGISTRADO JOSÉ RAMÓN JIMÉNEZ GUTIÉRREZ 

  



PONENCIA I-EXPEDIENTE: 664/2019 

 

 

VOTO PARTICULAR 

Considero que el auto se debe confirmar en sus términos, por lo que estaría 

en contra. 

 

 

 

MAGISTRADO JOSÉ RAMÓN JIMÉNEZ GUTIÉRREZ 

  



PONENCIA I-EXPEDIENTE: 922/2018 

 

 

VOTO PARTICULAR 

Respetuosamente lo votaría con los resolutivos para que el proyecto salga, 

aunque no comparto declarar la nulidad de la orden de visita como actos 

destacados. 

 

 

 

MAGISTRADO JOSÉ RAMÓN JIMÉNEZ GUTIÉRREZ 

  



PONENCIA I-EXPEDIENTE: 188/2019 

 

 

VOTO PARTICULAR 

Respetuosamente lo votaría en contra, ya que considero que, tratándose 

de la garantía de interés fiscal, tiene preeminencia lo dispuesto en el artículo 

47 de la Ley de Hacienda Municipal, por lo que no existe obligación de 

garantizar. 

 

 

 

MAGISTRADO JOSÉ RAMÓN JIMÉNEZ GUTIÉRREZ 

  



PONENCIA I-EXPEDIENTE: 19/2015 

 

 

VOTO PARTICULAR 

Respetuosamente lo votaría en contra, ya que considero que, tratándose 

de presuntas negligencias médicas, la carga de la prueba para acreditar la 

regularidad de la actuación es de la autoridad y no de la parte actora, por 

lo que el estudio del asunto debió plantearse de tal manera que se definiera 

que corresponde al ente estatal acreditar la regularidad de su actuación, 

es decir que atendió a las condiciones normativas o a los parámetros 

creados por la propia administración. 

 

Corrobora lo anterior las tesis 20075781 y 2016699, sustentadas por la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que señalan: 

DAÑO PERSONAL GENERADO POR LA ACTIVIDAD IRREGULAR DEL 

ESTADO. LA CARGA DE LA INDEMNIZACIÓN Y SU PAGO NO DEBE 

IMPONERSE A UNA INSTITUCIÓN DIVERSA A LA CAUSANTE DE AQUÉL. 

Una de las finalidades preponderantes del régimen de responsabilidad 

patrimonial del Estado, consiste en elevar la calidad de los servicios 

públicos y en solucionar los problemas de la convivencia social, lo cual 

sólo es posible alineando los incentivos institucionales a la consecución 

de tan importante finalidad. En ese sentido, la reparación del daño 

tiene como función resarcir al afectado de manera integral y justa. Así, 

el peso tanto patrimonial, derivado del pago de una indemnización, 

como logístico, relativo a las horas de trabajo e implementación de 

mecanismos de mejora para la institución infractora, debe concordar 

con la severidad de la sanción con la que se le reprocha. Por tanto, 

imponer la carga de la indemnización y su pago a una institución 

diversa a la causante, iría en contra de la intención que subyace al 

sistema como un todo, al tiempo que actuaría como incentivo inverso 

en la búsqueda de soluciones de fondo, evadiendo en el particular la 

obligación de la institución responsable para llevar a cabo un ejercicio 

de reflexión, que pudiera llegar, incluso, a la reforma de protocolos y 

normas de control. 
  

                                                           
1 Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 

53, a abril de 2018, Tomo I, Pág. 858. 

 
 



 

PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL EN LA VÍA 

ADMINISTRATIVA. CORRESPONDE A LA AUTORIDAD ACREDITAR LA 

REGULARIDAD DE SU ACTUACIÓN. Si bien es cierto que la intención del 

Poder Revisor de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, fue que el sistema de la responsabilidad patrimonial del 

Estado se limite a la generación del daño por la "actividad 

administrativa irregular", también lo es que el particular no está 

obligado a demostrar dicha circunstancia, como sí debe suceder 

tratándose del daño y la relación causa-efecto entre la lesión 

patrimonial y la acción administrativa que la produjo. Ello es así, pues 

corresponde al propio ente estatal acreditar de manera fehaciente la 

regularidad de su actuación, es decir, que atendió a las condiciones 

normativas o a los parámetros creados por la propia administración; 

dicha conclusión se alcanza ya que el artículo 22 de la Ley Federal de 

Responsabilidad Patrimonial del Estado establece la carga probatoria 

de éste para demostrar que el daño irrogado al particular no fue 

consecuencia de la actividad irregular de la administración pública. 

Asimismo, acorde a los principios de disponibilidad y facilidad 

probatoria, la carga de la prueba de este extremo debe recaer en las 

propias dependencias u órganos estatales a quienes se vincula con la 

lesión reclamada, en atención a la dificultad que representa para el 

afectado probar el actuar irregular del Estado, sobre todo respecto de 

los diversos aspectos técnicos que lleva a cabo la administración 

pública en el ejercicio de sus funciones y que requieren de análisis 

especializados en la materia, los que, en un importante número de 

casos, rebasan los conocimientos y alcances de la población en 

general. Finalmente, debe señalarse que la argumentación del ente 

estatal en el sentido de que su actuar no fue desapegado del marco 

jurídico que lo rige, constituye una negación que conlleva un hecho 

afirmativo y, en esa lógica, le corresponde probar tal hecho con base 

en el principio general jurídico de que quien afirma está obligado a 

probar y el que niega sólo lo estará cuando su negativa implique una 

afirmación. Desde luego, lo anterior no significa que el particular no 

deba aportar las pruebas para acreditar la actividad administrativa 

irregular del Estado, siempre y cuando tal ofrecimiento probatorio se 

encuentre dentro de sus posibilidades legales y materiales. 

 

 

 

 

 

MAGISTRADO JOSÉ RAMÓN JIMÉNEZ GUTIÉRREZ 

PONENCIA I-EXPEDIENTE: 457/2019 
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VOTO PARTICULAR 

Disiento respetuosamente del sentido del proyecto, ya que considero que 

fue solventada la observación que refiere la demanda (8); sin que se tenga 

que acreditar la normativa aplicable. 

 

 

 

MAGISTRADO JOSÉ RAMÓN JIMÉNEZ GUTIÉRREZ 

  



PONENCIA I-EXPEDIENTE: 51/2019 

 

 

VOTO PARTICULAR 

Respetuosamente lo votaría en contra, ya que estimo que no procede el 

juicio en contra del acuerdo mencionado 

 

 

 

MAGISTRADO JOSÉ RAMÓN JIMÉNEZ GUTIÉRREZ 

 

 


